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I. Introducción

En medicina, el arbitraje empieza a visualizarse como una de las herramien-
tas más poderosas para dirimir las inconformidades que surgen entre los 
pacientes y los profesionales de la salud derivadas del acto médico. Desde 
su formación como organismo público, la Comisión Nacional de Arbitraje 
Médico (Conamed) ha logrado acumular una gran cantidad de informa-
ción que ha permitido perfeccionar y mejorar tanto los métodos como los 
procedimientos para la atención de inconformidades, prevenir los potencia-
les conflictos médicos e influir en la práctica de la medicina con calidad.1 
Este conjunto de grandes acciones ha logrado integrarse y definirse en un 
esquema funcional para la recepción, procesamiento, análisis, evaluación 

*		 Licenciada, maestra y doctora en derecho por la Facultad de Derecho de la UNAM. 
Investigadora titular en el Centro de Investigación de Tecnología Jurídica y Criminológica 
(CITEJYC) de la Universidad Autónoma de Nuevo León (UANL) y catedrática en el área de 
Posgrado de la Facultad de Derecho y Criminología de la UANL.

1		 “El modelo mexicano de arbitraje médico a la vanguardia en América Latina”, Rev. 
Conamed, 2001, 6(3), pp. 4 y 5.
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116 ROSA MARÍA DÍAZ LÓPEZ

y resolución de los conflictos, denominado como el Modelo Mexicano de 
Arbitraje Médico.

Una vez que se presenta el conflicto por motivos de atención médica, 
se abren ante el quejoso dos opciones: una de ellas implica el recurrir al sis-
tema judicial mediante demandas o denuncias, tanto civiles como penales, 
para posteriormente seguir el extenso y tortuoso camino que caracteriza 
a estos procedimientos en nuestro país. La otra opción implica tratar de 
resolver el conflicto mediante la negociación, la mediación, la conciliación 
o el arbitraje, que son los métodos “alternativos”, también llamados “al-
ternos”.

En el presente trabajo se abordará el papel de la Conamed como entidad 
por medio de la cual se ejecuta el arbitraje médico en México, tomando en 
cuenta su naturaleza no jurisdiccional y su desempeño en la actualidad en el 
cumplimiento del derecho a la protección de la salud.

II. Medios de control de constitucionalidad. 
Origen no jurisdiccional de la Comisión 
Nacional de Arbitraje Médico (Conamed)

Los medios de control constitucionales o de la constitucionalidad son los 
instrumentos a través de los cuales se busca mantener o defender el orden 
creado por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.2 Éstos 
pueden ser de naturaleza jurisdiccional o no jurisdiccional. En México, los 
medios de control constitucional son los siguientes:

1)	 El juicio político.
2)	 Las acciones de inconstitucionalidad.
3)	 Las controversias constitucionales.
4)	 Los procesos jurisdiccionales en materia electoral.
5)	 El juicio de amparo.
6)	 Los organismos de protección de los derechos humanos.

Los tres últimos medios de control de la constitucionalidad tienen la 
particularidad de la defensa de los derechos humanos y garantías individua-
les. Solamente el juicio de amparo tiene carácter o naturaleza jurisdiccional.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) es uno de 
los organismos encargados de la protección no jurisdiccional de los dere-

2		 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Los medios de control de la constitucionalidad, Mé-
xico, SCJN, 2002, p. 3.
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117LOS MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS...

chos humanos en México. Posterior a su surgimiento, se han establecido 
algunos otros que ejercen los mismos tipos de funciones, tales como:

	— Comisión Nacional de Arbitraje Médico (Conamed), 1996.
	— Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de 

Servicios Financieros (Condusef), 1999.
	— Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred), 

2003.
	— Instituto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI), 2002.
	— Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 

Protección de Datos Personales (INAI), 2014.

Adicionalmente, existen otros, que de igual forma realizan funciones de 
protección no jurisdiccional de derechos, tanto a nivel federal como local, 
entre los que podemos encontrar el Sistema Nacional para el Desarrollo 
Integral de la Familia (DIF), la Procuraduría de la Defensa del Trabajo 
(PDT), la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa), las 
procuradurías del Menor, de la Mujer o de los Indígenas, la Procuraduría 
Agraria, la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (Prodecon), las 
Comisiones Ejecutivas de Atención de Víctimas, el Instituto Federal de Te-
lecomunicaciones (IFT), la Comisión Federal de Competencia Económica 
(Cofece), etcétera.3

III. Generalidades del derecho a la protección 
de la salud en México y algunas 

notas internacionales

El derecho a la salud (o a su protección)4 es uno de los derechos sociales por 
antonomasia. Se trata de un derecho complejo que se despliega en una am-

3		 Dienheim Barriguete, Cuauhtémoc Manuel de, “Consideraciones sobre la protección 
no jurisdiccional de los derechos humanos y la figura del ombudsman en México”, en Ferrer 
Mac-Gregor, Eduardo et al. (coords.), Derecho procesal constitucional en perspectiva histórica. A 200 
años del Tribunal de Ario de Rosales, t. I, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2018, disponible en: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/ libros/10/4736/11.pdf.

4		 No es lo mismo el derecho a la salud que el derecho a la protección de la salud; aunque 
consideramos que no es relevante entrar en cuestiones puramente semánticas, sí es apropia-
do señalar que el primero es más amplio, mientras que el segundo parece dar cuenta, más 
bien, de la obligación que tiene el Estado de desarrollar acciones positivas tendientes justa-
mente a proteger la salud o repararla cuando ha sido afectada; sobre esto, Leary, Virginia 
A., “Justiciabilidad y más allá: procedimientos de quejas y derecho a la salud”, Revista de la 
Comisión Internacional de Juristas, núm. 55, diciembre de 1995, pp. 91 y ss.
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118 ROSA MARÍA DÍAZ LÓPEZ

plia serie de posiciones jurídicas fundamentales para los particulares y para el 
Estado. El derecho a la salud tiene un carácter prestacional en la medida en 
que principalmente implica y conlleva una serie de obligaciones positivas (de 
hacer) por parte de los poderes públicos.

El párrafo cuarto del artículo 4o. constitucional garantiza para todas las 
personas el derecho a la protección de la salud. En su segunda parte, dicho 
párrafo ordena al legislador definir las bases y modalidades para el acceso 
a los servicios de salud, así como disponer la concurrencia entre los distin-
tos gobiernos sobre la materia, de acuerdo con lo establecido en la fracción 
XVI del artículo 73 constitucional.

Dada la relevancia del tema de este trabajo desde la perspectiva de los 
derechos humanos y derechos sociales, es vital hacer mención de la iniciati-
va de reformas al artículo 4o., aprobada en 2019, la cual representa un cam-
bio cualitativo, ya que se trata de transformar programas sociales en dere-
chos sociales. Mientras que un programa social está dirigido generalmente 
a grupos delimitados y focalizados, un derecho social es de todas y de todos.

Por todo ello, es de gran impacto la decisión que se tomó de convertir en 
derechos sociales un conjunto de programas y políticas sociales sobre temas 
de salud y a favor tanto de los adultos mayores como de personas con disca-
pacidad permanente y estudiantes de escuelas públicas de todos los niveles.

Entre otros cambios, destacan la creación del Instituto de Salud para el 
Bienestar y el garantizar el acceso universal a los servicios médicos, además 
de elevar las pensiones de adultos mayores y personas con discapacidad, así 
como becas para estudiantes de escasos recursos.

La nueva redacción del párrafo cuarto del artículo 4o. constitucional, 
en donde se especifican las nuevas garantías para los ciudadanos mexicanos, 
dice:

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La ley definirá las 
bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la 
concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salu-
bridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de 
esta Constitución.

La Ley definirá un sistema de salud para el bienestar, con el fin de garanti-
zar la extensión progresiva, cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud 
para la atención integral y gratuita de las personas que no cuenten con segu-
ridad social. El Estado garantizará la entrega de un apoyo económico a las 
personas que tengan discapacidad permanente en los términos que fije la ley. 
Para recibir esta prestación tendrán prioridad las y los menores de dieciocho 
años, las y los indígenas, y las y los afromexicanos hasta la edad de sesenta 
y cuatro años, y las personas que se encuentren en condición de pobreza. 
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119LOS MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS...

Las personas mayores de sesenta y ocho años tienen derecho a recibir por 
parte del Estado una pensión no contributiva en los términos que fije la ley. 
En el caso de las y los indígenas, y las y los afromexicanos, esta prestación se 
otorgará a partir de los sesenta y cinco años de edad. El Estado establecerá 
un sistema de becas para las y los estudiantes de todos los niveles escolares 
del Sistema de Educación Pública con prioridad a las y los pertenecientes a 
las familias que se encuentren en condición de pobreza, para garantizar con 
equidad el derecho a la educación.

Transitorios:

Primero: El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publi-
cación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo: El Congreso de la Unión deberá armonizar el marco jurídico en 
la materia para adecuarlo al contenido del presente Decreto en un plazo que 
no excederá de 365 días a partir de la entrada en vigor del mismo, debien-
do incluir disposiciones que determinen los alcances y permitan dar cumpli-
miento gradual conforme a lo que se apruebe en los presupuestos de egresos 
correspondientes, así como la concurrencia de los tres órdenes de gobierno 
para garantizar los derechos derivados del presente Decreto.

Tercero: El monto de los recursos asignados en el Presupuesto de Egresos 
de la Federación y en el presupuesto de las entidades federativas del ejercicio 
fiscal que corresponda para programas de atención médica y medicamen-
tos gratuitos, de apoyo económico para personas que tengan discapacidad 
permanente, de pensiones para personas adultas mayores, y de becas para 
estudiantes que se encuentren en condición de pobreza, no podrán ser dis-
minuido en términos reales respecto del que se haya asignado en el ejercicio 
fiscal inmediato anterior.

Es una magnífica adición en un catálogo de derechos sociales a gran es-
cala, pero ¿realmente se están cumpliendo a la fecha? Y, sobre todo, ¿es real 
el acceso universal a la salud, a la alimentación, a la educación, etcétera? 
Estas interrogantes exceden el tema que nos ocupa, pero serán analizadas 
en futuras investigaciones.

Creemos conveniente dar unas notas acerca del derecho a la salud esta-
blecido en diferentes órganos internacionales; por ello, y dado el contexto 
mundial actual ante la pandemia por el Covid-19, es importante hacer men-
ción de la situación de México ante la legislación sanitaria internacional, la 
cual consiste en el conjunto de normas legales, procesos e instituciones de 
derecho internacional público (DIP) designados para el logro de estándares 
posibles de salud física y mental de la población mundial. Esta legislación, 
relativa a la salud mundial, se apoya esencialmente en un conjunto de nor-
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120 ROSA MARÍA DÍAZ LÓPEZ

mas internacionales, incluidas las que son vinculantes o hard law (como lo 
son los tratados) y las que no son vinculantes o soft law (códigos de prácticas).

Ambos instrumentos jurídicos son importantes para la preservación de 
mecanismos de cumplimiento de metas, monitoreo de procesos y difusión 
de la información a las agencias de gobierno.

México forma parte de los tratados internacionales de derechos huma-
nos y salud. La Organización Mundial de la Salud (OMS) es la institución 
más importante entre los organismos de las Naciones Unidas para la crea-
ción de acuerdos internacionales en materia de salud.

La Constitución de la OMS proclama: “el goce del más alto nivel po-
sible de salud es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano”, 
y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(PIDESC), que complementa el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, han sido adoptados como leyes internacionales vinculantes, garan-
tizando “el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel de salud 
física y mental”.5

El ser parte de los organismos internacionales en materia de salud y 
haber firmado los protocolos y tratados correspondientes obliga aún más 
al Estado a ser congruente para el cumplimiento efectivo del derecho a la 
salud.

IV. Los mecanismos alternativos de solución 
de controversias en materia de salud: 

la conciliación y el juicio arbitral

Es indiscutible el impacto de la pandemia por Covid-19 en los distintos ám-
bitos de la sociedad. Derecho y salud se han convertido en un binomio de 
trascendencia indudable en el contexto actual por pandemia, por lo que la 
opción brindada por los mecanismos alternativos de solución de controver-
sias ya reconocidos, como la negociación, la mediación, la conciliación, y en 
este particular caso el arbitraje en materia de salud, se convierten en temas 
de estudio y análisis de gran importancia.

En lo que respecta a la figura del tema del arbitraje, a través de la his-
toria de la ciencia del derecho procesal se han elaborado diversas teorías, 
definiciones y clasificaciones. Una definición que es importante retomar es 

5		 Madies, Claudia Viviana, Legislación sanitaria internacional, Argentina, Ministerio de Sa-
lud, Organización Mundial de la Salud, 2017, disponible en: http://www.salud.gob.ar/dels/
autores/madies-claudia-viviana (fecha de consulta: 17 de mayo de 2020).
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la de Humberto Briseño Sierra, quien señala que el arbitraje es un proceso 
jurídico tramitado, desarrollado y resuelto por particulares.6

La definición del maestro Briseño Sierra introduce la palabra “proceso” 
para definir al arbitraje, en contraindicación con los autores procesales clá-
sicos, quienes hacen una distinción entre el proceso y el arbitraje; el primero 
solamente puede denominársele de tal manera si éste se desarrolla dentro de 
la jurisdicción estatal, lo cual se refuta con el siguiente argumento:

Si se medita en el tema del arbitraje, después de haber revisado la ex-
tensa cantidad de teorías que sobre su naturaleza se han elaborado, quizá se 
llegue a la conclusión imparcial (ajena por igual a los afanes doctrinarios de 
las prácticas caprichosas) de que a fin de no entorpecer su marcha acelerada 
en los momentos actuales, los juristas deben introducirse en la corriente, y 
no mirarla desde afuera, porque inmersos en ella, siguiéndola en su curso 
amorfo y acientífico, será más fácil imprimirle un cierto sentido formal, ape-
nas un leve impulso que conduzca a las partes a consentir en estos pequeños 
detalles que, sin hacerlas recelar sobre la buena fe con que pactan, permitan 
eliminar las discusiones judiciales.

Otra definición interesante es la del procesalista argentino Adolfo Alva-
rado Velloso, quien considera que

El arbitraje implica siempre un proceso desarrollado y resuelto por parti-
culares que, como método de debate, presenta innegables ventajas respecto 
del proceso judicial: generalmente, las exposiciones de las partes se hacen 
en forma verbal y sin formalismos anacrónicos, no exige el aparato de una 
burocracia que demanda documentación y acreditamiento de cada acto, la 
comunicación entre partes y juzgador es siempre directa, no es tan oneroso 
ni dilatado en su duración, facilita interrogatorios, aclaraciones, se realiza 
a puertas cerradas y sin acceso al público (lo que permite hablar con toda 
confianza, llanamente, sin protocolo y con cordialidad), ya que ante todo se 
desea mantener la relación comercial que provocó la desinteligencia con-
tractual.7

Para Gonzalo Uribarri Carpintero, en el arbitraje el particular renuncia 
al conocimiento del tribunal estatal; la razón que puede inducir a las partes 
a preferir este sustitutivo de la jurisdicción es el deseo de valerse de personas 

6		 Briseño Siera, Humberto, El arbitraje comercial, México, Universidad Iberoamericana, 
1988, p. 12.

7		 Alvarado Velloso, Adolfo, Introducción al estudio del derecho procesal, Buenos Aires, Rubin-
zal-Culzoni, 1998, p. 67.
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122 ROSA MARÍA DÍAZ LÓPEZ

competentes o de especial confianza para que resuelvan su controversia en 
una forma más rápida, más justa y menos dispendiosa.8

En el derecho internacional se reconoce su función como medio para 
solucionar de manera pacífica controversias entre Estados. Asimismo, se 
han creado organismos internacionales con funciones arbitrales, como el 
Tribunal Permanente de Arbitraje, entre otras comisiones creadas con mo-
tivos de tratados de paz.

En lo que respecta a México, existen organismos internos que fungen 
como árbitros de conflictos para que las partes interesadas acuerden some-
terse a ellos expresamente, entre los que destacan:

	— Comisión para la Protección del Comercio Exterior de México.
	— Comisión de Arbitraje de la Cámara de Comercio de la Ciudad de 

México.
	— Dirección General de Derechos de Autor de la Secretaría de Edu-

cación Pública.
	— Procuraduría Federal del Consumidor.
	— Comisión Nacional de Arbitraje Médico.

Dada la relevancia en este trabajo del derecho a la salud, a continuación 
se expondrá cómo está establecido el proceso de arbitraje médico en la Co-
misión Nacional de Arbitraje Médico.

La Comisión Nacional de Arbitraje Médico y su papel en el derecho 
a la protección de la salud en México

La Comisión Nacional de Arbitraje Médico (Conamed) tiene su origen 
en el decreto por el que se crea la Comisión Nacional de Arbitraje Médico, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 3 de junio de 1996. Di-
cho decreto determina que este órgano se crea como un órgano desconcen-
trado de la Secretaría de Salud, con plena autonomía técnica para emitir 
sus opiniones, acuerdos, laudos, y que tendrá por objeto contribuir a resol-
ver los conflictos suscitados entre los usuarios de los servicios médicos y los 
prestadores de tales servicios.9

8		 Artravia Barrantes, Sergio, El arbitraje en México, México, Oxford University Press, 
1999, p. 42.

9		 Díaz López de Falcó, Rosa María, El Ombudsman de la salud en México, México, 
UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2014, p. 288.
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Asimismo, cabe precisar que en su artículo 4o. el Decreto determina las 
atribuciones de la Conamed:10

I. Brindar asesoría e información a los usuarios y prestadores de servicios 
médicos sobre sus derechos y obligaciones;

II. Recibir, investigar y atender las quejas que presenten los usuarios de ser-
vicios médicos, por la posible irregularidad en la prestación o negativa de pres-
tación de servicios a que se refiere el artículo 3o. de este Decreto;

III. Recibir toda la información y pruebas que aporten los prestadores de 
servicios médicos y los usuarios, en relación con las quejas planteadas y, en su 
caso, requerir aquellas otras que sean necesarias para dilucidar tales quejas, 
así como practicar las diligencias que correspondan;

IV. Intervenir en amigable composición para conciliar conflictos derivados 
de la prestación de servicios médicos por alguna de las causas que se men-
cionan:

a) Probables actos u omisiones derivadas de la prestación del servicio;
b) Probables casos de negligencia con consecuencia sobre la salud del 

usuario, y
c) Aquellas que sean acordadas por el Consejo.
V. Fungir como árbitro y pronunciar los laudos que correspondan cuando 

las partes se sometan expresamente al arbitraje;
VI. Emitir opiniones sobre las quejas de que conozca, así como intervenir 

de oficio en cualquier otra cuestión que se considere de interés general en la 
esfera de su competencia;

VII. Hacer del conocimiento del órgano de control competente, la negati-
va expresa o tácita de un servidor público de proporcionar la información que 
le hubiere solicitado la Comisión Nacional, en ejercicio de sus atribuciones;

VIII. Hacer del conocimiento de las autoridades competentes, y de los 
colegios, academias, asociaciones y consejos de médicos, así como de los co-
mités de ética u otros similares, la negativa expresa o tácita de los prestado-
res de servicios, de proporcionar la información que le hubiere solicitado la 
Comisión Nacional. Asimismo, informar del incumplimiento por parte de 
los citados prestadores de servicios, de sus resoluciones, de cualquier irregula-
ridad que se detecte y de hechos que, en su caso, pudieran llegar a constituir 
la comisión de algún ilícito;

10		 Queja ante la Comisión Nacional de Arbitraje Médico. Su presentación 
interrumpe el plazo para que opere la prescripción de la acción de responsa-
bilidad civil al equiparase a una demanda en términos del artículo 2530, frac-
ción II, del Código Civil del Estado de Coahuila. Época: Novena Época. Registro: 
172408. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta, tomo XXV, mayo de 2007. Materia(s): Civil. Tesis: VIII.5o.2 C: 
p. 2179.
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IX. Elaborar los dictámenes o peritajes médicos que le sean solicitados por 
las autoridades encargadas de la procuración e impartición de justicia;

X. Convenir con instituciones, organismos y organizaciones públicas y pri-
vadas, acciones de coordinación y concertación que le permitan cumplir con 
sus funciones;

XI. Asesorar a los gobiernos de las entidades federativas para la constitu-
ción de instituciones análogas a la Comisión Nacional;

XII. Orientar a los usuarios sobre las instancias competentes para resolver 
los conflictos derivados de servicios médicos prestados por quienes carecen de 
título o cédula profesional, y

XIII. Las demás que determinen otras disposiciones aplicables.

El arbitraje médico es una opción mediante la cual se resuelven, de 
manera alternativa a un proceso judicial, las controversias y diferendos que 
puedan ocurrir —o que ya hayan ocurrido— entre dos partes, identificadas 
como médico y paciente, y que confluyen a un tercero ajeno al asunto para 
mediar y conciliar; es decir, la habilidad del tercero para proponer solucio-
nes a través de una negociación consensuada. Actualmente la función de 
mediador y conciliador la realiza la Conamed, establecidas las reglas pro-
cedimentales en el Reglamento ya mencionado, que describiremos en las 
páginas siguientes: en un primer apartado se encuentra el capítulo denomi-
nado “De la etapa conciliatoria y la transacción”.

El proceso de arbitraje tiene lugar cuando las partes en la relación mé-
dico-paciente suscriben una cláusula compromisoria o compromiso arbi-
tral.11 A partir de este momento el prestador del servicio tiene nueve días 
hábiles para presentar un escrito con el resumen clínico del caso y la con-
testación a la queja, refiriéndose a todos y cada uno de los hechos (los que 
afirme, los que niegue y los que ignore), precisando, en su caso, sus propues-
tas de arreglo.

A su contestación deberá acompañar su síntesis curricular, una fotoco-
pia de su título, cédula profesional y los comprobantes de especialidad, el 
certificado del consejo de especialidad y la cédula correspondiente.

Si no contesta la queja, habiendo aceptado someterse al proceso arbitral 
en cualquiera de sus vías, se tienen por presuntivamente ciertos los hechos, 
salvo prueba en contrario. Una vez concluido el plazo fijado de nueve días, 
con escrito contestatario o sin él, se llevará a cabo la audiencia conciliatoria.

11		 Reglamento de Procedimientos para la Atención de Quejas Medicas y Gestión Pericial 
de la Comisión Nacional de Arbitraje Médico: “Artículo 35. Para la tramitación del procedi-
miento arbitral se requerirá de cláusula compromisoria o compromiso arbitral debidamente 
suscritos por las partes. Podrán promover los interesados, por sí o a través de sus represen-
tantes o apoderados”.
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La etapa de audiencia tiene lugar cuando el personal arbitrador infor-
ma la etapa en que se encuentran, lee el motivo de la queja, las pretensiones 
y el informe médico presentado. Además, señala los elementos comunes y 
los puntos de controversia, e invita a las partes para que se conduzcan con 
la verdad y lleguen a un arreglo.

El personal conciliador podrá, en todo momento, requerir a las partes 
los elementos de convicción que estime necesarios, y las partes podrán apor-
tar pruebas para acreditar sus afirmaciones.

La audiencia de conciliación se puede diferir por hasta dos ocasiones 
por la Conamed o a instancia de ambas partes, debiendo en todo caso seña-
lar día y hora para su reanudación dentro de los quince días hábiles siguien-
tes, salvo acuerdo en contrario de las partes.

En caso de inasistencia injustificada a la audiencia conciliatoria, la parte 
que no se presente tiene un plazo de cinco días hábiles para que justifique 
su inasistencia. De no hacerlo, se acordará como asunto concluido, y se re-
mitirá el expediente al archivo. Si la inasistencia fuera por parte del promo-
vente, éste no podrá presentar otra queja ante la Comisión por los mismos 
hechos. En el supuesto de quejas contra instituciones públicas de seguridad 
social, cuando el usuario no justifique la inasistencia, se le tendrá por desis-
tido de la queja, y acordará como asunto concluido y se remitirá al archivo 
el expediente, teniendo por consecuencia que aquél no podrá presentar otra 
queja ante la Conamed por los mismos hechos.

La Comisión podrá emitir discrecionalmente una opinión técnica va-
liéndose de los elementos de que disponga. Esta opinión podrá ser enviada 
al prestador del servicio o a quien estime pertinente para mejorar la aten-
ción médica. La controversia se podrá resolver por voluntad de las partes 
mediante la transacción, desistimiento de la acción o finiquito correspon-
dientes, precisando las contraprestaciones.

Finalmente, cuando se trata de la conclusión satisfactoria de la etapa 
conciliatoria, el Reglamento ya expuesto, en el párrafo primero del artículo 
67, señala:

De concluir satisfactoriamente la etapa conciliatoria, se dejará constancia le-
gal y se procederá al archivo del expediente como un asunto definitivamente 
concluido. El instrumento de transacción producirá los efectos de cosa juzga-
da, en términos de los artículos 2953 del Código Civil Federal y 533 del Có-
digo de Procedimientos Civiles para la Ciudad de México y sus correlativos 
de las entidades federativas.
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Para proseguir con el análisis del procedimiento de arbitraje médico, y 
ya en la etapa del juicio arbitral, el Reglamento señala que se puede acudir 
a la Conamed y realizar todo el proceso arbitral antes de que haya un juicio 
civil, durante éste, o después de que se haya dictado sentencia; es decir, sea 
cual sea el estado en que se encuentre el juicio, las partes pueden otorgar su 
compromiso arbitral ante la institución. Si dicho compromiso es posterior a 
la sentencia irrevocable, sólo tendrá efectos si los interesados conocieran la 
sentencia. Ahora bien, en caso de que exista un juicio previo que se encuen-
tre en trámite, es necesario que las partes renuncien invariablemente a esta 
instancia previa, pues de otro modo la Comisión no puede intervenir en su 
calidad de árbitro.

En el procedimiento del juicio arbitral está establecido que cuando haya 
transcurrido el término fijado por las partes para el ofrecimiento de prue-
bas, la Comisión deberá informar y dar cuenta a las partes sobre los docu-
mentos que obren en el expediente, y tendrá que resolver sobre la admisión 
o desechamiento de las pruebas ofrecidas por las partes, fijando las medidas 
necesarias para la preparación de la audiencia de pruebas y alegatos, que 
será celebrada el día y la hora señalados por la Conamed.

Por otra parte, en caso de ser necesarios, los peritajes pueden ser pre-
sentados por las partes durante la audiencia de pruebas y alegatos, pero al 
momento de ofrecerse la prueba pericial deberán exhibir el original y una 
copia simple de la cédula profesional del perito designado y, en caso de ser 
especialista, el original y una copia de la documentación con la que com-
pruebe su carácter de especialista. En ese sentido, no es necesario que se 
ratifique el dictamen correspondiente en una diligencia especial.

Ahora, una vez que sea declarada abierta la audiencia de pruebas y 
alegatos y que se haya identificado a los asistentes, se deberá proceder al 
desahogo de las pruebas ofrecidas y que, en su caso, hayan sido admitidas.

De esta forma, una vez que se haya realizado la apertura de la audien-
cia de pruebas y alegatos —sin que existiera ninguna prueba pendiente por 
desahogar debido a su propia naturaleza—, sin más trámite adicional, se 
procederá por parte de la Conamed a escuchar los alegatos finales rendidos 
por cada una de las partes.

En el mismo sentido, al momento de celebrase la audiencia de pruebas 
y alegatos, los peritos pueden ampliar verbalmente su dictamen, pudiendo 
las partes realizarles preguntas al respecto, las cuales deberán ser formu-
ladas de modo simple y llano. En razón de lo anterior, si la Conamed lo 
estima necesario, podrá ordenar que se realice una junta entre los peritos 
designados.
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Continuando con la etapa procesal de la audiencia de pruebas, al con-
cluir su desahogo la Comisión procederá a recibir los alegatos finales de 
cada una de las partes. En este caso, primero se reciben las del quejoso y 
posteriormente las del prestador del servicio.

Una vez celebrada la etapa procesal anterior, la institución deberá re-
solver y determinar que se cierre la instrucción, y ordenará que se cite a las 
partes del arbitraje para la resolución donde se dicte el laudo correspon-
diente. Las resoluciones de la Conamed deben dictarse y mandarse notificar 
dentro de los quince días siguientes a aquel en que se hubiera citado para 
dictarse.12

En términos de los artículos 91, 92, 93 y 533 del Código de Procedi-
mientos Civiles para la Ciudad de México y sus correlativos en los estados, 
y el artículo 2o. de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia de la 
Ciudad de México, son aplicables a los laudos de la Conamed las siguientes 
reglas:

I. Todo laudo resuelve cuestiones exclusivamente civiles;
II. Todo laudo tiene en su favor la presunción de haberse pronunciado 

legalmente, con conocimiento de causa, mediante intervención legítima de 
la Conamed y en los términos solicitados por las partes, atendiendo al com-
promiso arbitral;

III. El laudo firme produce acción y excepción contra las partes y contra 
el tercero llamado legalmente al procedimiento que hubiere suscrito el com-
promiso arbitral;

IV. El tercero que no hubiere sido parte en el juicio puede excepcionarse 
contra el laudo firme, y;

Las transacciones otorgadas ante la Conamed y los laudos se conside-
rarán como sentencias, en términos de la legislación procesal civil en vigor.

Por último, cabe mencionar que en el ordenamiento jurídico mexicano 
los laudos que emite la Comisión constituyen actos de autoridad para efec-
tos del juicio de amparo; es decir, son susceptibles de impugnación según la 
siguiente jurisprudencia:

Los laudos que emite la Comisión Nacional de Arbitraje Médico, en su cali-
dad de árbitro, constituyen actos de autoridad para efectos del juicio de am-
paro, pues si bien es cierto que actúa por voluntad de las partes, también lo 
es que ejerce facultades decisorias a nombre del Estado y como ente público 

12		 Reglamento de Procedimiento de Atención de Quejas Médicas, Comisión Nacional 
de Arbitraje Médico.
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establece una relación de supra a subordinación con los particulares que se 
someten voluntariamente al procedimiento arbitral, ya que al dirimir la cues-
tión debatida entre el prestador del servicio médico y el usuario de este, de 
manera unilateral e imperativa, crea, modifica o extingue, por sí o ante sí, si-
tuaciones jurídicas que afectan la esfera legal de estos, sin necesidad de acudir 
a los órganos judiciales ni de obtener el consenso de la voluntad del afectado.

V. Conclusiones

El derecho a la protección de la salud tiene su máxima expresión en la 
institución pública denominada Comisión Nacional de Arbitraje Médico 
(Conamed). Es la objetivización de ese derecho, ya que todos los mexicanos 
pueden ir a resolver sus controversias en materia de salud y obtener una 
respuesta apegada a derecho de manera pronta y gratuita a través de los me-
canismos alternativos de solución de conflictos, vía la conciliación y el juicio 
arbitral, que se visualizan mediante el contrato de transacción, en el primer 
caso, y del laudo, en el segundo.

Pero la institución no es sólo eso; es decir, no sólo resuelve las controver-
sias médico-paciente, sino que es un verdadero defensor de los derechos de 
los usuarios de los servicios de salud, ya que se ha convertido en un referente 
obligado por parte de las instituciones médicas del país, de la academia de 
medicina, de los colegios y los consejos médicos nacionales, los cuales tie-
nen que seguir y acatar las directrices que les exigen la Secretaría de Salud 
nacional y las secretarías estatales, siguiendo las opiniones que establece la 
Conamed y las comisiones estatales.
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